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Grupo de Trabajo de Acceso a Información Pública

APORTACIONES A LA CONSULTA PÚBLICA SOBRE EL PROYECTO DE REAL DECRETO DE DESARROLLO DE LA LEY 19/2013, DE 9 DE DICIEMBRE

El grupo de trabajo de acceso a la información pública de la Red de Entidades por la Transparencia y la Participación Ciudadana de la Federación Española de Municipios y Provincias (en adelante, Grupo de Trabajo) efectúa las siguientes propuestas en el proceso de consulta pública sobre el futuro proyecto de real decreto de desarrollo de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (LTAIBG en adelante):

PRIMERO.- Con carácter general, consideramos que es una mejor alternativa acometer la reforma de la LTAIBG, que centrar los esfuerzos en el desarrollo de la actual, dado que los aspectos de calado que necesitan ser modificados para avanzar en transparencia no dependen tanto del desarrollo reglamentario –limitado, como todos sabemos- sino de la modificación de la ley actual. La proposición de Ley Integral de Lucha contra la Corrupción y Protección de los Denunciantes, actualmente en trámite, puede ser un buen punto de partida (especialmente, por lo que atañe a la introducción de un régimen sancionador en materia de transparencia), pero no satisface plenamente otras aspiraciones como la reivindicación extensamente fundada para el reconocimiento del derecho de acceso a la información pública como derecho fundamental al ampao del artículo 20.1 d) de la Constitución (lo que conllevaría la tramitación de una ley orgánica), la regulación del lobby como una garantía más para conocer la trazabilidad del proceso de adopción de las grandes decisiones públicas o la adopción de una primera normativa sobre gobierno abierto en nuestro país.
SEGUNDO.- En el supuesto de que se descartase esta alternativa, la norma reglamentaria debería replantearse, en nuestra opinión, alguna de las cuestiones incorporadas al proyecto de 8 de junio de 2015 que enumeramos seguidamente, dando por compartidas las observaciones efectuadas por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (CTBG, en adelante) en su informe de 2 de septiembre de 2015:
· Con carácter general deberían sustituirse las referencias a la derogada Ley 30/1992, de 26 de noviembre, por la cita de las Leyes 39/2015 y 40/2015, ambas de 1 de octubre, según proceda, o por la más genérica “normativa básica sobre procedimiento administrativo común y régimen jurídico del sector público”.
· Por lo que respecta al ámbito subjetivo de aplicación del proyecto, consideramos que deberían hallarse dentro de él las entidades que integran la Administración Local, ya que muchos de los preceptos es previsible que serán desarrollo de la normativa básica contenida en la LTAIPBG. Creemos que esa solución es absolutamente legal y respetuosa con la autonomía local, y beneficia al establecimiento de estándares comunes y mínimos, al mismo tiempo que exigentes, para todas las administraciones en nuestro país.

Esta solución es compatible con que algunos de los preceptos de la norma reglamentaria no tengan carácter básico –tal como sucede en la LTAIPBG-, opción que nos parece razonable y simplificadora, siempre que se distinga adecuadamente el distinto carácter que puedan tener los diferentes preceptos.

En caso de que se ampliase el ámbito de aplicación de la norma proyectada, podría intentarse el establecimiento de algún estándar técnico común para garantizar la interoperabilidad de los portales y herramientas técnicas. Esto garantizaría en mejor medida el intercambio y compartición de la información, y las posibilidades de una evaluación uniforme.
· La aplicación de la ley a los sujetos descritos en el artículo 3 b) de la LTAIBG viene determinada por la percepción de una determinada cantidad en concepto de ayudas o subvenciones públicas durante un concreto período temporal. La redacción del precepto puede plantear problemas de aplicación.

En cuanto a este periodo temporal al que se refiere la norma en el párrafo b) cuando apunta al período de un año y habla de ingresos anuales, parece necesario concretar si se está haciendo referencia o no al año natural y a partir de qué momento empiezan las obligaciones de transparencia de estas entidades (¿exactamente a partir de la concesión de la ayuda, de la percepción de la cantidad, al inicio del año siguiente, etc.?).

Por último, sería adecuado determinar si el precepto se refiere a ayudas o subvenciones públicas de cualquier procedencia, esto es, de origen europeo, estatal, autonómico o local, o solo de parte de ellas.

· En cuanto a los sujetos que no deben cumplir directamente las obligaciones establecidas en la ley sino que lo hacen a través de la Administración a la que están vinculados (artículo 4 de la LTAIBG), sería conveniente que se definiese y desarrollase el régimen de transmisión de esta información una vez producido el requerimiento a que se refiere el precepto, que se estableciesen las condiciones que son exigibles y que se concretasen todos los otros aspectos relativos a esta obligación no regulados por la ley (plazo para facilitar la información, la posible aplicación de multas coercitivas ante el incumplimiento de este deber o las posibles consecuencias de cara a la pervivencia del contrato, por ejemplo).

· En cuanto a la actualización de la información (artículo 2.3 del proyecto de 2015), opinamos que debería hacerse un esfuerzo para concretar un plazo por defecto o mínimo de actualización, que en la ley solo se contempla con respecto a la información sobre contratos menores. Esta previsión sería compatible con plazos distintos, mayores o menores, por la naturaleza de la información de que se trate o la materia. La inexistencia de este lapso mínimo genera situaciones extravagantes que no se compadecen con unas exigencias mínimas de transparencia. Creemos que también se podrían establecer, al menos con respecto a determinadas materias, unos períodos mínimos de conservación de la información publicada, tal como sugiere la Ordenanza tipo de de transparencia, acceso y reutilización de la información aprobada por la Junta de Gobierno de la FEMP en mayo de 2014, períodos que habrá que analizar con especial detenimiento cuando la información contenga datos personales.
También podría ser conveniente determinar expresamente en la norma reglamentaria que debe constar la fecha de actualización e, incluso, la fecha prevista para la próxima actualización de los diferentes contenidos publicados, todo ello en beneficio de una mayor información y conocimiento de la ciudadanía.
Con relación a las entidades cuya “información de carácter más especializado y distinta a la recogida en los artículos 6 a 8” de la LTAIBG no haya de ser publicada en el Portal de Transparencia (artículo 2.2 del proyecto de 2015), siguiendo el ejemplo del Derecho inglés, podría establecerse la previsión de elaboración y aprobación de Guías de Buenas Prácticas de Publicidad Actividad
 para estas entidades. La elaboración y aprobación de dichas Guías podría corresponder al propio Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en cumplimiento de la función de “promover la elaboración de borradores de recomendaciones y de directrices y normas de desarrollo de buenas prácticas en materia de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno” (artículo 3 e) del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno).
· En cuanto a la publicación de planes y programas debería preverse la publicación periódica de su ejecución (al menos, de los más relevantes) sin esperar a su finalización o vencimiento. Es de esta manera como se posibilita el verdadero control y seguimiento de la acción del gobierno que corresponda.

Con carácter general, debería ampliarse la relación de contenidos mínimos sobre los que existe una obligación de publicidad activa: agendas de trabajo de responsables públicos, criterios en función de los que se procede a la designación de los altos cargos, los méritos profesionales y técnicos de la persona nombrada determinantes para su designación, gestión de los recursos humanos, informes de auditoría interna, planes económico-financieros (PEF), información urbanística, etc.

No se puede compartir tampoco la previsión contenida en el artículo 8 h) del proyecto de 2015, de que las resoluciones de compatibilidad se publicarán con disociación de datos personales. Primero, porque ninguno de esos datos previsiblemente será especialmente protegido. Segundo, porque en su mayoría son meramente identificativos relacionados con la actividad o puesto que desempeñan dentro de las administraciones públicas (artículo 15.2 de la LTAIBG) y todo dato personal que no sea de este último tipo y aparezca en una resolución de compatibilidad, es más que previsible que no resultará afectado por ninguno de los límites del artículo 14 de la LTAIPBG. 

Por otra parte, la publicidad de esta información es de absoluta relevancia para prevenir conflictos de intereses. La legalidad de esta publicación ya ha sido reconocida en resoluciones de la propia Agencia Española de Protección de Datos
, la Autoridad Catalana de Protección de Datos
 y el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno
.
· Uno de los objetivos del futuro desarrollo reglamentario de la ley es incrementar la seguridad jurídica. Por mandato legal y específicamente para asegurar una mayor seguridad jurídica resultaría necesario precisar en el reglamento, a pesar del carácter no básico de este precepto, los términos en que los portales de la transparencia han de incluir la información cuyo acceso se solicite con mayor frecuencia.

En este desarrollo reglamentario necesariamente se debería concretar el concepto jurídico indeterminado “con mayor frecuencia” que incorpora el precepto, mediante un criterio o parámetro para medir de forma objetiva la frecuencia de tales demandas.

En este punto parecería necesario tener en cuenta un dato que parece evidente pero que no se incluye en el texto de la ley: la información cuyo acceso se solicite con mayor frecuencia se publicará en los términos en que esta información esté siendo facilitada (pensemos que puede solicitarse con mayor frecuencia una información cuyo acceso esté vedado o limitado por la concurrencia de límites).
· En relación con el derecho de acceso a la información pública y, en concreto, en lo que atañe a cuestiones competenciales, sería oportuno clarificar cómo proceder en aquellos supuestos en los que la información ha sido elaborada o está en poder de dos o más sujetos obligados por la ley (por ejemplo, un convenio de colaboración suscrito entre dos o más administraciones). También podría aclararse o concretarse el significado de la expresión “decida” contenida en el apartado 4 del artículo 19 de la LTAIBG, cuando enuncia la conocida como regla del autor (¿se trata de un traslado de la competencia para resolver o una petición de informe vinculante?). Por otra parte, ¿qué ha de entenderse por “parte principal” de una información cuando la solicitud tiene por objeto un documento, procedimiento o contenido?
· También podría resultar oportuno clarificar el régimen de acceso a la información obrante en procedimientos en curso o relacionada con ellos, en particular respecto de la información que puede estar “conclusa” dentro de un procedimiento “inconcluso”. 
· Tampoco se entiende bien por qué la norma aplicable al acceso a la información pública ha de ser diferente por el hecho de que el procedimiento esté o no en curso, cuando el solicitante es interesado en la información (apartado 1 de la disposición adicional primera de la LTAIBG). El interesado mantiene su condición en cualquier caso con independencia de que el procedimiento esté en curso o haya finalizado, no pudiendo ser su derecho de mejor o peor condición, esto es, diferente, dependiendo de momentos procedimentales distintos.

· Con relación a la presentación de las solicitudes (artículo 10.2 d) del proyecto de 2015), quizás debería matizarse o suprimirse la exigencia de que la solicitud indique el órgano administrativo o entidad a la que se dirige, pues no siempre es factible para el administrado conocer el órgano o entidad en cuyo poder se encuentra la información la solicita, incluso realizando una búsqueda exhaustiva en las webs institucionales. De hecho, esta exigencia es una adición del Reglamento no prevista en el artículo 17.2 de la LTAIBG. De ahí, que quizás sea aconsejable la supresión del párrafo d) del artículo 10.2 del proyecto de 2015 o su reformulación en otros términos, para evitar que la falta de identificación del órgano o entidad o una identificación errónea del mismo por parte del solicitante, pudiera dar lugar a una causa de inadmisión fundamentada en el artículo 18.1 d) de la LTAIBG.
· Respecto de las causas de inadmisión, proponemos que se incorpore la ya abundante doctrina del CTBG en relación a ellas (especialmente sus criterios interpretativos) y los matices introducidos por la normativa autonómica, así como en lo relativo a la materialización del acceso cuando la información ya se halle publicada
. Algunas previsiones del borrador de real decreto de 8 de junio de 2015 resultan especialmente restrictivas y constituyen un paso atrás en relación a doctrina mencionada (por ejemplo, a sensu contrario, la posible consideración de ciertos informes como información auxiliar o de apoyo según el artículo 12.2 c) 5º del proyecto de 2015). Debe tenerse en cuenta que los estándares internacionales de transparencia y la práctica comparada no contemplan estas causas de inadmisión. Al contrario, buena parte de esta información auxiliar o de apoyo (por ejemplo, las opiniones o valoraciones, los informes o el contenido de las comunicaciones o correspondencia entre órganos o los documentos adjuntos a dichas comunicaciones, si son electrónicas) se consideran como información pública, y solo es posible denegar su acceso si, concurre algún límite legal tasado, previa ponderación y aplicación del test del daño y del test del interés público.
Sería aconsejable una nueva redacción del artículo 10.4 inciso segundo del proyecto de 2015, respecto a la causa de inadmisión del artículo 18.1 d) de la LTAIBG, pues la redacción actual podría ser contrario a lo previsto en el artículo 18.2 de la ley, que exige al órgano inadmita la solicitud indicar en su resolución que el órgano que acuerde la inadmisión “indicar en la resolución el órgano que, a su juicio, es competente para conocer de la solicitud”. En el caso de que se mantuviera la actual redacción, quizás debería plantearse una reformulación del inciso más acorde con el deber de motivación previsto en el artículo 20.2 de la LTAIBG y con el “principio de la búsqueda razonable” acogido por el Derecho anglosajón e invocado por algunas resoluciones de los comisionados u órganos de control autonómicos
. En coherencia con lo anterior, una posible redacción del inciso podría ser: “En el caso de que no resulte posible su identificación se dictará resolución de inadmisión de la solicitud de acuerdo con lo previsto en el artículo 18.1 d) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, indicando de forma motivada el órgano que, a juicio del órgano o entidad receptor de la solicitud, tuviera en su poder la información solicitada en razón del ejercicio de sus funciones”.

Con relación al artículo 12.2 f) del proyecto de 2015, deberían aclarase en qué consiste la “desproporción entre la relevancia de la información solicitada y el tiempo y recursos necesarios para obtenerla”. En este sentido, la práctica comparada inglesa aplica la llamada “doctrina del precio de la búsqueda”, cuantificando el tiempo y el coste monetario en localizar la información (descontando el tiempo que se destina a redactar la resolución)
.
Igualmente, podría preverse un plazo más abreviado para la resolución de aquellos procedimientos de acceso en los que vaya a inadmitirse la solicitud por concurrir alguna de las causas del artículo 18.1, tal como ya han efectuado algunas leyes autonómicas.
· Consideramos que la resolución procedente ante una solicitud que tuviera por objeto información sujeta a un régimen específico de acceso debería ser la inadmisión y no la desestimación (artículo 14 del proyecto de 2015), que a nuestro entender solo procedería ante la concurrencia de un límite al acceso y no ante cualquier circunstancia procedimental o de régimen jurídico aplicable, como es el caso. 
· Con relación al artículo 15 del proyecto de 2015, debe advertirse que se da a los escritos de carácter procesal el mismo tratamiento que a la información incursa en una causa de inadmisión. A este respecto debería tenerse en cuenta la reciente resolución del TJUE (Gran Sala), asunto C‑213/15 P, de 18 de julio de 2017 (Asunto Breyer), apartados 52-54, precisamente, con relación a escritos procesales elaborados por un Estado miembro y en poder de la Comisión, donde se establece que tales escritos no están excluidos de la aplicación del Reglamento 1049/2001, y por tanto, del derecho de acceso; sin perjuicio de que sea aplicable alguno de los límites al acceso previstos en el Reglamento y, en particular, el artículo 4.2, inciso segundo relativo a los procedimientos judiciales, pero que en todo caso, exige un deber de ponderación cuando su “divulgación revista un interés público superior”
.
· En el artículo 17.3 del proyecto de 2015 se dice expresamente que en los supuestos en que no se haya podido practicar el trámite de alegaciones, no podrá otorgarse el acceso a la información solicitada cuando los terceros no hayan realizado alegaciones dentro del plazo. Esta previsión no existe en la LTAIP y, por otra parte, ignora que en la resolución a dictar deberán ponderarse los intereses concurrentes que se hayan manifestado (por ejemplo, por el solicitante) o sean conocidos por el órgano competente. Es posible que estos intereses conocidos sean tan determinantes que cualquier hipotético interés que se hubiera podido hacer valer, jamás habría desvirtuado una ponderación favorable al acceso. En estos casos, se sugiere que la resolución que se dicte pondere los intereses en juego que sean conocidos o se hayan manifestado.
· Sería procedente que en vía reglamentaria se procediera a una descripción más taxativa y objetiva de los motivos de ampliación del plazo para resolver las solicitudes de acceso (artículo 20.1 de la LTAIBG), mejorando la comprensión y alcance de estos supuestos y haciendo referencia a las dificultades que puede comportar la tarea de obtención de la información solicitada.
· La aplicación del artículo 22.2 de la LTAIBG es especialmente compleja (materialización del acceso cuando ha existido oposición de tercero interesado). Cuando los sujetos obligados son interpelados por el solicitante para que se formalice el acceso una vez transcurrido el plazo para la interposición del recurso contencioso-administrativo, difícilmente pueden conocer si finalmente se ha interpuesto o no recurso si no se les comunica inmediatamente su presentación, ya sea por el propio recurrente –acreditando su presentación-, ya sea por el órgano judicial que corresponda. Esta cuestión debería ser resuelta en el desarrollo reglamentario.
· El artículo 18.2 del proyecto de 2015 hace referencia a la publicación en el Portal de Transparencia de las resoluciones denegatorias por aplicación de cualquier límite al acceso, cuando en la LTAIPBG solo se contempla con respecto a las resoluciones que apliquen los límites del artículo 14 y no del 15 (artículo 14.3). El último inciso del artículo 18.4 (el acceso a los datos personales de los empleados públicos que no tengan la condición de altos cargos requerirá su consentimiento expreso) creemos que va en contra de lo dispuesto en los apartados 2 y 3 del artículo 15, y vulnera algunos párrafos del artículo 8.1 –en concreto, el párrafo g)- que prevé, como sabemos, la publicación de las resoluciones de compatibilidad en las que razonablemente se incorporan datos personales de los empleados públicos. Tampoco parece coherente con la publicidad legal que se da a determinados nombramientos de empleados públicos (sistema de provisión libre designación), publicación en la que aparecen conceptos retributivos como el complemento específico o datos que pueden revelar dichas retribuciones (grupo profesional y nivel del puesto de trabajo).
Convendría, por tanto, clarificar el concepto de “datos meramente identificativos relacionados con la organización, funcionamiento o actividad pública del órgano” (¿a qué tipo de datos se refiere?). En los mismos términos, parecería necesaria la concreción de la referencia a la vinculación con la “organización, funcionamiento o actividad pública”, que debería identificarse con la información pública stricto sensu, es decir, la relevante para conocer la corrección de la actuación administrativa en la gestión de los servicios, funciones y recursos públicos, relativos a la relación entre el poder público y sus propios servidores públicos, contratistas y concesionarios, agentes, beneficiarios de subvenciones, etc., siempre que no contengan referencias a la vida privada de estas personas, o cuando el acceso pueda causar un perjuicio desproporcionado a la persona física afectada.
· El artículo 22 del proyecto de 2015 relativo a la reclamación previa regulada en los artículos 23 y 24 de la LTAIBG, debería hacerse eco de la previsión de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), que deja abierto sine die el plazo para reclamar en tanto no recaiga resolución administrativa expresa. El apartado 2 de aquel artículo manifiesta que cuando la reclamación se formule por un tercero que haya realizado alegaciones durante la tramitación de la solicitud, podrá solicitar la suspensión de la eficacia de la resolución de acceso. En realidad, la LTAIP anuda el efecto suspensivo a aquellos supuestos en los que se haya manifestado la oposición al acceso –no cuando se hayan efectuado las alegaciones- y, por otra parte, alude a un efecto suspensivo automático, no a petición.

· Sería recomendable que el reglamento matizase el concepto de información pública, habida cuenta de la confusión generalizada que se desprende de este concepto definido tan genéricamente en la ley. Debería aclararse que quedan fuera de este derecho las solicitudes sobre información administrativa general (sobre horarios, dependencias, trámites, etc.), peticiones de actuaciones materiales, de previsiones o actuaciones futuras, opiniones o valoraciones personales, expedición de certificados y autenticación de copias, respuesta a consultas y motivaciones adicionales, entre otras. 

· También sería aconsejable aclarar los términos de la supletoriedad de la LTAIBG con respecto a los regímenes jurídicos específicos de acceso (si alcanza o no a la reclamación previa ante el CTBG).

· Por otra parte, sería conveniente que el reglamento también previera aquellas situaciones en las que interpuesta una reclamación previa ante el CTBG o institución similar debido a la falta de resolución en plazo de la solicitud, se declarase el archivo de la reclamación o la pérdida sobrevenida de su objeto si a la fecha de la resolución de aquella se pudiera acreditar que el acceso se ha satisfecho. Consideramos que en estos casos, la resolución no debe ser estimatoria por motivos formales, sino de archivo en aplicación de la LPAC, sin perjuicio del reproche por el retraso en el cumplimiento de la obligación de dictar resolución administrativa expresa que se pueda expresar en la propia resolución de la reclamación.

Aunque el borrador de reglamento de 2015 no abordaba el desarrollo de los límites al acceso, debería dedicarse parte del nuevo texto a su concreción, habida cuenta de que los límites definen el “negativo” del derecho e inciden en su ejercicio, por lo que es especialmente importante que su regulación sea clara y concreta. 

En consecuencia, parecería necesario que en vía reglamentaria se regulasen de manera más específica determinados conceptos jurídicos indeterminados incluidos en el artículo 14, especialmente:

· Intereses económicos y comerciales.

· Política económica y monetaria.

· Garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión.

Esta recomendación tiene el objetivo de combatir el riesgo de un eventual vaciado del contenido y eficacia del derecho de acceso a la información en caso de que sus limitaciones sean definidas a través de términos imprecisos o ambiguos.
· Sería recomendable detenerse en el desarrollo del artículo 15 de la LTAIBG sabida la complejidad de la relación entre la protección de datos personales y la transparencia/acceso a la información pública. Los apartados 2 y 3 de aquel precepto legal son muy genéricos y los criterios de ponderación excesivamente ambiguos. Somos conscientes de la dificultad que supone avanzar en una mayor concreción en este aspecto, pero es una demanda general de los operadores jurídicos contar con reglas de ponderación más claros, necesidad que solo en parte ha venido a paliar la colaboración de la Agencia Española de Protección de Datos y el CTBG a través de la aprobación de criterios conjuntos.
Otro concepto incluido en el precepto que podría provocar dudas interpretativas y que podría ser perfilado en el futuro desarrollo reglamentario es el de “haber hecho manifiestamente públicos los datos”.

· El artículo 16 de la LTAIBG contiene otro concepto que también podría provocar dudas interpretativas y que podría ser perfilado en el futuro desarrollo reglamentario: “resultar una información distorsionada”. 

· Debe enunciarse expresamente la obligación de formación a los empleados públicos para garantizar la adecuada comprensión de la normativa y la interiorización de la cultura de transparencia, y el deber de difundirla entre la ciudadanía para facilitar el conocimiento de sus derechos y fomentar su ejercicio y participación.

· Por último, deben disponerse medidas de “accesibilidad” a la información objeto tanto de publicidad activa como de acceso. Deberían impulsarse iniciativas del tipo de las experiencias recientes sobre lenguaje claro.
Madrid, 30 de julio de 2017.
� En el Reino Unido, estas Guías de Publicidad Activa, ad hoc, las elabora el Information Commissioner. 


� Informe del Gabinete Jurídico con referencia 30933/2015, emitido en julio de 2015.


� Dictamen CNS 51/2014 y CNS 14/2015.


� Resolución 432/2016, de 22 de diciembre.


� Este acceso debe consistir en una vía de acceso precisa y suficientemente delimitada para que, sin esfuerzos desproporcionados, se pueda acceder fácilmente a la información pública (indicación de la URL, indicación de la ruta completa o palabras clave que se deben introducir en un buscador o indicando qué apartados en la plataforma se deben usar y qué información se debe introducir para llegar al resultado final solicitado).


� Cfr. Resolución 37/2016, de 1 de junio, del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, FD.3: “Los sujetos obligados, en suma, han de estar en condiciones de acreditar que sus esfuerzos de búsqueda de la información han sido rigurosos y exhaustivos y que han explorado todas las vías razonables para localizar los contenidos o documentos requeridos”.


� Vid. Information Commissioner Office. When can we refuse a request for information? Disponible en � HYPERLINK "https://ico.org.uk/for-organisations/guide-to-freedom-of-information/refusing-a-request/" �https://ico.org.uk/for-organisations/guide-to-freedom-of-information/refusing-a-request/�.


En particular, véanse las indicaciones dadas por el Comisionado inglés en el apartado “How do we work out whether the cost limit would be exceeded?” (¿Cómo proceder si el límite de coste de localización de la información fuese excedido?), donde se hace una estimación económica en términos de precio (pounds)/horas de trabajo del funcionario que deba tramitar la solicitud. 


� No es casual, de hecho, que se invoque en esta Resolución el artículo 42 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 







